
CAPÍTULO IV 

Territorialidad y representación política 
en América Latina 

I. INTRODUCCIÓN 

La complejidad de la representación política se refleja tanto en los procesos 
políticos como en los esfuerzos por conceptualizarla. A la diversidad de enfo­
ques teóricos que han tratado de explicarla se unen otros aspectos como el de cuál 
tiene que ser el actor o la identidad política a ser representada. Si bien la teoría 
democrática liberal clásica zanjaba el debate desde la idea del individuo ciudada­
no (Dahl, 1992), en los últimos años se ha intensificado el debate sobre la necesi­
dad de dar cabida en el entramado institucional del sistema político a formas 
diferenciadas o colectivas de identidad política como las comunidades étnicas o 
territoriales16?. En América Latina es bastante patente la presencia de otras identi­
dades políticas debido a la debilidad de la ciudadanía liberal asentada en las ideas 
de igualdad de deberes y de derechos. La fortaleza y diversidad de las identidades 
políticas en la región se ha puesto de manifiesto en el surgimiento y consolidación 
de movimientos políticos étnicos o en los de tipo territorial que se exteriorizan a 
través de diferenciaciones regionales como en el caso de Ecuador; en una mayor 
presencia de las subunidades territoriales de las federaciones, con Argentina como 
mejor ejemplo, o en un punto extremo de las demandas secesionistas en Bolivia. 
Otro elemento a tomar en cuenta para dimensionar el potencial de lo territorial 

l67 Un antecedente de este tipo de planteamientos se encuentra en el trabajo de Lijphart (2000) 
quien ya en la primera edición de su trabajo, plantea que las democracias que mejor funcionan son las 
que tienen un entramado institucional que permite dar cabida a un mayor número de actores e iden­
tidades. Dentro del debate sobre la democracia multicultural y la inclusión de identidades comunita­
rias se puede ver Kimlinka (1996). 
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como identidad propia en América Latina es el proceso que se conoce con el nom­
bre genérico de descentralización. 

Los partidos políticos y las elecciones se han ido convirtiendo en los ejes cen­
trales de la representación en las actuales democracias, razón por la cual la mayo­
ría de los estudios sobre el fenómeno de la representación política en los 
Legislativos se han ido centrando en el papel de los partidos políticos y en los sis­
temas electorales168. En este capítulo intentaremos un enfoque diferente al fijar el 
punto de análisis en los distintos supuestos que están detrás de la construcción de 
los sistemas que convierten a los votos en puestos de representación: como la terri­
torialidad, el género, las minorías étnicas, los partidos políticos o los grupos de 
privilegio16?. Este marco nos ha llevado a plantearnos una lectura centrada en lo 
territorial como elemento de representación política. 

Sin querer quitar relevancia a otros factores hemos optado por los territorios 
debido a razones histórico-culturales e institucionales. Dentro de estas últimas está 
el federalismo y la utilización de distritos electorales coincidentes con la división 
político administrativa de los países. Elementos que, combinados con la «legitimi­
dad dual» (Linz, 1997) de la forma de gobierno presidencialista, generan más 
incentivos para que los votantes tomen en cuenta las necesidades de sus distritos al 
momento de votar por los legisladores a la vez que permiten a los representantes 
tener prácticas y discursos centrados en sus distritos. Por otro lado, debido a la for­
taleza y persistencia de identidades locales o regionales, los países latinoamericanos 
han tenido problemas a lo largo de la historia para definirse como Estados. Como 
ejemplos podemos citar las diferencias entre las ciudades importantes de los actua­
les Estados centroamericanos, las cuales mantuvieron una larga pugna por la hege­
monía; las luchas entre centralistas y federalistas en Colombia y Venezuela; la 
insalvable división regional de Ecuador, donde Quito y Guayaquil actúan como 
ejes; la difícil integración de las provincias del Río de la Plata en la actual Argentina 
o las diferencias entre la Península del Yucatán y el resto de México. 

Debido a los elementos antes anotados, las siguientes páginas tienen como obje­
tivo buscar pautas de análisis para identificar el papel de lo territorial dentro del 
modelo de representación política de los sistemas políticos de América Latina1^0. 

168 Dentro de esta línea, el trabajo realizado en el texto compilado por Payne {et.al.) (2003: 91-165) 
ofrece un exhaustivo análisis de los casos de América Latina, centrado en los ejes de representatividad, 
efectividad y participación a partir del análisis de los resultados electorales y el efecto de las reformas 
hechas al sistema en búsqueda de mejorar la gobernabilidad. Otro tipo de análisis del papel que cum­
plen los sistemas electorales son los estudios sobre el «malapportionment» que consiste en analizar el 
ajuste que hay entre los votos y los escaños, poniendo especial atención a los sistemas de distritos, al 
respecto se pueden ver los trabajos de Samuels y Snyder (2001), Reynoso (2000) y García Diez (2005) 
entre otros. 

169 p a r a u n completo análisis histórico de la relación entre la evolución de los sistemas electora­
les y la apertura o inclusión de nuevas identidades en el sistema de representación política puede verse 
el trabajo de Colomer (2004). 

l7° El trabajo que más se aproxima a plantear la influencia de lo territorial es el de Jones y 
Mainwaring (2003), a pesar de que su objetivo es estudiar la presencia nacional de los partidos políticos, 
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Para ello, comenzaremos presentando algunos conceptos generales dentro del pro­
ceso de formación del esquema representativo, para después pasar al análisis de los 
modelos de representación que se reflejan en los diseños institucionales contempla­
dos en las Constituciones y sistemas electorales latinoamericanos. Nuestro argu­
mento de partida es que la reproducción de la división interna de los países en 
sistemas de distritos electorales es el principal mecanismo para que se de la repre­
sentación territorial. El análisis que se hará de los marcos institucionales será 
complementado con datos de las percepciones de los diputados y senadores latino­
americanos sobre la representación política. 

II. LA REPRESENTACIÓN POLÍTICA 

Es necesario hacer una revisión de algunos elementos conceptuales que nos 
ayudarán a una mejor compresión y contextualización del objeto aquí planteado. 
El debate sobre la representación política es bastante dinámico, como queda 
patente desde un primer momento en que el modelo representativo surge como 
respuesta ante la dificultad de que cada ciudadano defienda sus propios intereses 
en la esfera pública. La evolución del tipo de intereses representados en las insti­
tuciones políticas ha sido fundamental para la constitución del llamado gobierno 
representativo (Manin, 1998: 56), no sólo desde la evolución de los intereses con 
acceso al entramado institucional, sino que también, han variado las relaciones 
entre representantes y representados, pasando de los originales modelos de man­
dato imperativo hasta los que actualmente se denominan de «agencia»1?1. 

las argumentaciones que hacen para explicar las variaciones entre los distintos casos ponen de relieve 
la diversidad de identidades territoriales y su influjo en el sistema de partidos. En Sánchez López 
(2004) también se exponen algunos elementos sobre la relación entre la configuración de los sistemas 
de partidos de Ecuador, España y Uruguay y las lógicas territoriales. En el trabajo más representativo 
sobre los Poderes Legislativos en América Latina ,Morgenstern y Nacif (2002), los autores de las con­
tribuciones tratan de forma muy marginal el tema de la representación, dejando de lado temas impor­
tantes como el doble juego representativo que se da en los sistemas bicamerales o el papel de los 
Senados en el sistema legislativo. Los trabajos en los que se estudia el bicameralismo suelen dar más 
importancia al tema de la representación política ya que se supone que la estructura de dos Cámaras 
busca dar acceso a niveles diferenciados de representación pero, incluso en estos estudios, los casos de 
América Latina no son abordados con profundidad. Así ocurre en la obra de Tsebelis y Money (1997), 
uno de los referentes sobre el tema, y en los trabajos de Patterson y Mughan (1999) y el de Baldwin y 
Shell (2001). 

X7J Sobre la evolución del concepto de representación política se puede ver el trabajo de Pitkin 
(1985: 34) donde hace una larga revisión del tema aproximándose más a la teoría política que a la pro­
pia evolución del gobierno representativo. Uno de los supuestos de la autora es que: «la representa­
ción tiene un significado identificable, aplicado en diferentes formas [...] a contextos diferentes». Es 
decir que no se trata de un concepto vago y cambiante, sino de un particular concepto altamente 
complejo que, manteniendo su significado básico se ha ido adaptando a la evolución de los sistemas 
políticos (1985: 9). Para un estudio más empírico de cómo ha ido evolucionando la idea de la represen­
tación hasta llegar al moderno gobierno representativo con preeminencia de la representación a través 
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El debate sobre el carácter de la representación política tiene varias aristas, 
siendo uno de los temas con mayores implicaciones normativas de la Ciencia 
Política, a la vez que, por las propias complicaciones que su estudio tiene, la pro­
ducción de trabajos de corte empírico no es tan abundante si se compara con otros 
temas de interés de la disciplina. En este trabajo se dejará aparcado el debate nor­
mativo para aportar algunas evidencias sobre la naturaleza operativa de la repre­
sentación en las Asambleas Legislativas de América Latina. 

Una definición mínima de representación, elaborada a partir de su actual fun­
cionamiento, es que es el hecho mediante el cual un representante, gobernante o 
legislador, actúa en nombre de un representado para la satisfacción, al menos en 
teoría, de los intereses de este último. Los actos del representante obligan al repre­
sentado, pero éste tiene la posibilidad de controlar y exigir responsabilidades a sus 
delegados (gobernantes o legisladores) a través de mecanismos electorales institu­
cionalizados (Cotta, 1985). A pesar de que uno de los argumentos recurrentes para 
explicar los problemas de funcionamiento de los sistemas políticos contemporáne­
os es el de la crisis de la representación, no se ha investigado mucho sobre cómo 
opera la representación política. Es más, es un campo en el que al debate le cues­
ta compatibilizar las reflexiones teóricas con las investigaciones empíricas 
(Martínez y Méndez Lago, 2000; Thomassen, 1994), reproduciendo, en parte, lo 
que Pitkin (1985: 267) señalaba al plantear que el concepto de representación se 
configura como una «continua tensión entre el ideal y el logro». Dentro de estos 
parámetros, en este trabajo no se hablará de la crisis del modelo de representación 
ni se abundará en juicios críticos al respecto sino que más bien se busca problema-
tizar algunos elementos estructurales desde los cuales sentar las bases para evaluar 
el papel del Parlamento como instancia de representación. 

Al hablar de representación no se puede dejar de mencionar a los partidos polí­
ticos como organizaciones cuya evolución ha marcado cambios en la lógica de la 
representación. Estos pasaron de ser estructuras de cuadros, en las que los parla­
mentarios tenían bastante independencia para manifestarse sobre los asuntos 
públicos, a ser organizaciones de masas en las que los diputados perdían parte de 
su independencia y la toma de decisiones pasaba a estar en manos, casi por com­
pleto, de las élites o de los intereses corporativos de los sectores más importantes 
de sus electorados. Los nuevos modelos de partidos (cath all, cartel o profesional 
electoral) siguen manteniendo la relación de dependencia de los legisladores 

de los partidos políticos se puede ver el t ¿bajo de Manin (1998). A pesar de que no tiene el carácter 
monográfico y el alcance de los trabajos . ̂ mínales antes anotados, sobre la idea de la representación 
democrática como agenda se pueden con litar los trabajos de O'Donnell (2000) y de Maravall (2003). 
Para aspectos más específicos de la teoría de la representación política ver el trabajo de Cotta (1985) en 
el que se analiza el vínculo entre Parlamento y representación, de Thomassen (1994) donde se hace una 
revisión crítica de la investigación sobre representación política sin perder de vista las implicaciones 
normativas que conlleva el concepto y el trabajo de Sartori (1992) que ofrece una panorámica general 
del tema. 
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respecto a las organizaciones, convirtiéndose, además, en los ejes centrales del sis­
tema político. Tanto es así que se habla de democracia de partidos, partidocracia o 
Estado de partidos. 

Un primer elemento a considerar para entender los sistemas de representación 
de los Parlamentos es el número de Cámaras del que éste se compone. Como se 
dijo en el capítulo I, el desarrollo de los sistemas bicamerales ha estado vinculado 
a dar cabida a distintos principios representativos en el sistema institucional. De 
modo que los sistemas unicamerales estarían presentes cuando hay un solo 
«demos» a representar y, por lo tanto, una Cámara basta para representar a los ciu­
dadanos (Cotta, 1988) mientras que los sistemas bicamerales se adoptarían como un 
mecanismo para compensar cuotas de poder cuando en el sistema político hay 
otras identidades políticas relevantes. El razonamiento que está por detrás de la 
solución bicameral es el de proteger cierto tipo de intereses dotándolos de presen­
cia institucional y de poder de veto. En términos generales, se ha buscado precau­
telar a través de Parlamentos bicamerales a los intereses territoriales de las distintas 
unidades sub-nacionales de los países, así como a los intereses de un determinado 
grupo. Estos grupos, además de salvaguardar intereses propios pueden actuar 
como conservadores del statu qucP2-. Antes de continuar nos gustaría hacer dos 
aclaraciones; en primer lugar, resaltar que estas dos facetas de la representación 
pueden estar entrecruzadas pero aquí serán tomadas de forma separada para fines 
analíticos1^ y en segundo lugar, afirmar que en los sistemas unicamerales también 
se puede encontrar márgenes para la representación de intereses territoriales o 
de grupo. La diferencia radica en que con el sistema bicameral la representación se 
puede ver fortalecida al convertirse en un punto de veto, mientras que en el siste­
ma unicameral es únicamente una parte más de una instancia con capacidad de veto, 
aspecto al que nos referiremos más adelante. 

Antes de profundizar en el modelo de representación de los intereses territo­
riales conviene aclarar algunos conceptos. En lugar de recurrir a la tradicional 
dicotomía entre Estado unitario y Estado federal consideramos más conveniente 

*72 Tsebelis y Money (1997: 31) son claros al vincular el sistema bicameral con las élites: «The issues 
of unicameral as opposed to bicameral legislatures was often hotly contested, but the power of the elite 
classes was sufficient in most cases to ensure the creation of two legislative bodies, one privileging the peo­
ple, the other a landed or bourgeois elite. Thus, bicameralism in many states was a new institutional 
mechanism created in the wake of the changing societal balance of power». Más adelante (1997: 32), 
hacen referencia a los distintos elementos representativos del sistema bicameral: «Bicameral legislatu­
res evolved in two different ways. The first involved the representation of societal classes. This type of 
bicameralism was justified by reference both to the representation of societal interests and to the specific 
characteristics of the legislators -their wisdom, stability, education. The second involved representation 
of different dimensions of the nation, population, and territory. This second type of bicameralism was also 
justified in terms of representation, but because pursuit of interests may contradict the wisdom of the 
legislators, the «efficient» aspects of bicameralism were sought in its institutional structure». 

*73 Un buen ejemplo de este tipo de coincidencia sería el Senado argentino que, en un principio, 
fue concebido como Cámara de representación territorial a la vez que los senadores velaban por los 
intereses de las élites provinciales. Sobre este tema se puede ver el trabajo de Botana (1977) «El orden 
conservador» donde explica la lógica bajo la que operaba la elite política provincial argentina de la pri­
mera mitad del siglo XX. 
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hablar de modelos federales y no federales de división territorial del poder. Hemos 
optado por esta distinción debido a que los procesos de descentralización hacen 
complicado definir al Estado unitario únicamente desde el control centralizado del 
Gobierno sobre los recursos del Estado. El sistema federal expresa la convivencia 
legítima de varias subunidades territoriales que se agrupan en igualdad de condi­
ciones y que delegan ciertos aspectos del gobierno a un ente central. En este sen­
tido, el federalismo pone en cuestión la idea de un único Demos a representar en 
el Parlamento, algo propio de la teoría democrática clásica, y más bien pone en evi­
dencia la necesidad de dar cabida institucional a varios Demoi aunque actuando 
bajo una sola Policy (Requejo, 2000; Stepan, 2004). El trabajo seminal de Riker 
(1975) es un referente obligado para definir el federalismo a pesar de lo criticables 
que pueden ser algunos de sus argumentos (Stepan, 2004). La definición que 
ofreció Riker de federalismo como una organización política en la que las activida­
des de gobierno están divididas entre los Gobiernos regionales y el Gobierno cen­
tral, de modo que cada tipo tiene ciertas actividades en las que toma decisiones 
finales, sigue siendo válida aunque mejorable. En ese sentido, (Lijphart, 2000: 178) 
cita a D. Elazar para afirmar que el federalismo es un asunto que va más allá de 
la centralización o no del poder a nivel del Gobierno ya que se trata de la distribu­
ción fundamental del poder entre una multiplicidad de centros y no tanto de la 
devolución de segmentos de poder de un único centro hacia abajo de la pirámide. 
Ninguno de los múltiples centros de poder en el sistema federal es de mayor o 
menor importancia formal que los o t r o s í Al analizar el debate sobre el federalis­
mo, Gibson (2004: 4 y ss.) plantea la existencia de dos tendencias analíticas princi­
pales, una que ve al federalismo como «alianza» {federalism as alliance), poniendo 
el foco de atención en el poder y otra que ve el federalismo como descentraliza­
ción, mostrando un enfoque más dirigido al proceso de policy. 

A pesar de que hay un sesgo en la literatura politológica al vincular el sistema 
bicameral y la existencia del Senado con la representación de intereses federales y 
territoriales, cabe señalar que, tal y como se verá en el análisis de los casos, se puede 
hablar de representación de intereses territoriales en Estados que no se autodefi-
nen como federales1?*. En los Estados llamados unitarios hay diferentes modelos de 
administración territorial que, por lo general, consisten en dividir el territorio 
nacional en subunidades políticas a las que se les dota de distintos tipos de respon­
sabilidades. Aunque no se puede equiparar lo anterior con los sistemas federales, 
hay que tomar en cuenta que en los territorios fruto de la división interna, lo más 
probable es que se desarrollen identidades políticas, económicas y culturales que 

x74 El planteamiento de la devolución del poder desde un único centro hacia abajo se ajusta muy 
bien para definir a los procesos de descentralización que han ocurrido en América Latina. Como se 
verá, la descentralización no implica necesariamente la convivencia de múltiples ejes de poder que 
toman decisiones finales sobre ciertas actividades a diferencia del federalismo. 

*75 En este sentido, la diferencia radica en el grado de poder autónomo que cada subunidad terri­
torial tiene en contextos federales. El mejor ejemplo de modelo «híbrido» en lo que tiene que ver con 
la representación de intereses territoriales sería el modelo español de Estado de las autonomías. 
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coadyuven a tener intereses propios que defender. En los casos en los que esas 
subunidades, fruto de la división político administrativa, se corresponden con los 
distritos electorales se induce a que las Cámaras cumplan, en cierta manera, fun­
ciones de representación territorial. Esto deja en entredicho la posibilidad de 
poder adjudicar la categoría de representación territorial únicamente a las Cámaras 
en las que se representan subunidades federales. Sin ánimos de ofrecer solucio­
nes definitivas y tomando en cuenta las características que debería tener una 
Cámara de representación territorial1/'6, en este trabajo se clasificará a las mismas 
en dos tipos: las correspondientes a los sistemas federales que serán llamadas «fuer­
tes» y, el segundo grupo, integrado por los casos de países no federales cuyos 
distritos electorales coinciden con los territorios fruto de la división político admi­
nistrativa que serán denominadas «tangenciales». 

La centralidad del vínculo entre bicameralismo y representación territorial ha 
provocado que pase casi de forma desapercibida la posibilidad de que el bicame­
ralismo sirva como mecanismo de salvaguarda de los intereses de ciertos grupos y 
aparezca como un asunto más bien secundario1??. Cuando aquí se habla de grupos, 
se está haciendo referencia a una parte de la población que goza de algún tipo de 
rasgo diferenciador que se puede convertir en una prerrogativa que los diferen­
cie del resto de los ciudadanos al permitirles el acceso privilegiado a una de las 
Cámaras. Para satisfacer este principio de representación se puede recurrir básica­
mente a dos mecanismos: limitar los posibles candidatos o restringir el electorado. 
En ambos casos, la operación se realiza por medio de la exigencia de requisitos 
excluyentes. Por último, queremos señalar que existen casos en los que el acceso a 
una de las Cámaras es hereditario o automático tras el ejercicio de ciertos cargos 
públicos como la Presidencia de la República. 

La representación en los sistemas unicamerales también puede adquirir formas 
complejas que van más allá del principio de que todos los ciudadanos son iguales. 

176 Para evaluar el papel de las Cámaras como espacios territoriales se tomará en cuenta los tres 
criterios establecidos por Russell (2001:109), a saber: «1) representing the territories and their interests at 
the national level; 2) providing a forum for the different territorial units to debate policies and agrees com­
mon positions; 3) linking the national parliament to territorial assemblies or governments». 

177 Así, por ejemplo, el trabajo más representativo sobre el bicameralismo (Tsebelis y Money, 
1997) deja entrever que, en algunos sistemas bicamerales, se ha dejado a una de las Cámaras como pro­
tectora de ciertas identidades y elementos del statu quo pero los autores no dedican una sección del 
libro al tema, al contrario de lo que hacen con el vínculo entre bicameralismo e intereses territoriales. 
Como ya se ha dicho, esta particularidad -desde la perspectiva más elitista- suele asociarse al caso de 
la House of Lords, pero ésta tiene demasiadas particularidades -por sus atribuciones e integración- que 
hace que sea tratada más como una curiosidad del sistema político inglés. Esto no quiere decir que en 
el mundo no haya otros Senados donde se busca precautelar el statu quo a través de la sobrerrepresen-
tación de un sector social o político. El problema que tienen estas Cámaras es que son de difícil justi­
ficación democrática por lo que se han ido aboliendo con el paso del tiempo. Se habla también de que 
cumplen este tipo de función los casos de Bélgica o Canadá porque en el Senado están representadas 
las comunidades lingüísticas que integran estos países pero esta particularidad queda «diluida» al tra­
tarse de países federales que de cierta manera reproducen en la división territorial la división lingüís­
tica. Por consiguiente, en esos casos se hace más difícil diferenciar si se trata de modelos de 
representación que precautelan a los grupos o a los territorios. 
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Las variaciones al esquema de representación se producen a través de las «distor­
siones» que introduce el sistema electoral. Como ya se señaló anteriormente, la uti­
lización de distritos electorales coincidentes con la división interna de un país 
puede generar que los legisladores actúen como defensores de intereses del terri­
torio como un todo y no sólo de los ciudadanos que en él habitan1^8. Pero hay otro 
tipo de identidades políticas que también pueden estar representadas en los siste­
mas unicamerales establecidas por la posibilidad de que el sistema electoral 
genere espacios de representación especial para minorías étnicas, sociales o la recu-
rrencia a la preasignación de cuotas de legisladores o candidatos por género. 

La diferencia sustancia] entre la representación de varias identidades políticas 
en una sola Cámara o en dos radica, como ya hemos afirmado, en que los siste­
mas bicamerales dotan a las identidades representadas en las distintas Cámaras de 
capacidad de bloqueo en la toma de decisiones. El hecho de dotar a una identidad 
política de capacidad de veto es un reflejo de la importancia que ésta tiene en el 
sistema político. Por otro lado, en los sistemas unicamerales las distintas identida­
des están mezcladas y las decisiones que la Cámara tome corresponderán al con­
senso previo que los representantes adopten. 

El modelo de representación política basado en la preservación de privilegios 
o de asignación de cuotas específicas puede resultar difícil de sostener porque 
genera contradicciones con los principios democráticos. La justificación utilizada 
para su adopción y mantenimiento es la necesidad de mantener equilibrios de 
poder internos en las sociedades que poseen algún tipo de fragmentación así como 
la protección de algún tipo de minoría. 

Como resulta notorio, hasta el momento no se ha profundizado en el papel que 
cumplen los partidos políticos a pesar de que, tal como hemos mencionado, son los 
medios por excelencia a través de los que se canaliza la representación política en 

x78 La tendencia que tienen los diputados a la defensa de los intereses de sus distritos como meca­
nismo de búsqueda de la reelección ya fue planteada por Mayhew (1974). En el ámbito de América 
Latina, esta particularidad ha sido señalada por Botinelli, (1990) para el caso de Uruguay. Este autor 
plantea que «la pluralidad de representación, con el mínimo de dos por departamento, es visto en el 
interior del país como un elemento que preserva las identidades locales, defiende los intereses parti­
culares de la región y enfrenta la creciente centralización del país. Y esto lleva de la mano a un papel 
significativo que cumplen los diputados del interior, que determina que su tarea sea valorada indepen­
dientemente del decreciente peso del Parlamento: son verdaderos embajadores de los departamentos, 
de los intereses locales (colectivos, y por deformación clientelística, individuales)». En el caso del 
Ecuador también hay varios elementos que llevan a pensar en que se genera un vínculo en este senti­
do. Así, por ejemplo, en el informe de labores de un diputado, él valoraba la calidad de su trabajo de 
acuerdo con la cantidad de recursos que captó para su distrito, basado en el argumento de que ellos 
son los «embajadores de las provincias» y tienen que velar por los intereses de su «patria chica». Según 
una encuesta publicada en el periódico El Universo de Guayaquil del 3.03.2002 el 39,9% de los consul­
tados considera que la función principal de los diputados es realizar obras públicas, sobre todo de 
infraestructura. La vocación de gestores provinciales de los diputados llegó a institucionalizarse con lo 
que se llamó «Asignaciones de Interés Provincial» que eran un monto del Presupuesto General del 
Estado que manejaba cada diputado como creía conveniente. Esta práctica se ha querido eliminar con 
una disposición constitucional aprobada vía plebiscito. La pregunta fue: ¿Deberían los legisladores 
manejar fondos del presupuesto del Estado? y los resultados fueron: Sí 16.60% y no 83.39 %• 
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la actualidad y el eje de la política parlamentaria. Somos conscientes de la impor­
tancia de los partidos en los Parlamentos pero en este caso, por complicado que 
parezca, intentaremos en lo posible no adentrarnos mucho en ellos y tratarlos sólo 
en el caso que sea estrictamente necesario. La decisión la hemos tomado debido a 
que se trata de un tema que, por sí solo, da para investigaciones completas e inde­
pendientes1^ y sobre todo, debido a que el protagonismo de los partidos ha deja­
do en un segundo plano a los otros elementos que componen la representación 
política en los Legislativos. Por ello, hemos centrado el objetivo de este trabajo en 
desentrañar los esquemas de representación política pretendidos por los diseños 
institucionales de los países de América Latina desde la perspectiva territorial. 
Insistimos en que esto no significa que no se aborden los partidos, sino que se 
hablará de ellos en los casos en que las reglas institucionales doten expresamente 
a los partidos de un rol determinado en la constitución de las Cámaras o cuan­
do los sistemas electorales hagan explícita la presencia de los partidos en los meca­
nismos institucionales. 

I I I . REPRESENTACIÓN TERRITORIAL EN AMÉRICA LATINA: 

LOS CASOS BICAMERALES 

El Poder Legislativo cuenta con dos Cámaras en nueve de los 18 países de 
América Latina en los que se celebran elecciones periódicas. Como se pone de relie­
ve en los diferentes capítulos de este libro, los bicameralismos latinoamericanos 
ofrecen una diversidad de combinaciones institucionales ya que se pueden encon­
trar Parlamentos en los que las dos Cámaras gozan de poderes bastante similares y 
otros en los que el reparto de las atribuciones se decanta por una de las Cámaras ya 
sea en lo que tiene que ver con las atribuciones legislativas o de control180. 

Al revisar la historia institucional de la región se puede ver que el sistema bica­
meral estaba más generalizado que en la actualidad. Así por ejemplo, el Senado de 
Venezuela fue eliminado en 1999 por la Constitución Bolivariana impulsada por el 
presidente Hugo Chávez, convirtiendo al país en uno de los raros casos de federa­
lismo sin Cámara de representación territoriaL El Senado peruano fue también eli­
minado en 1993 por la Asamblea Constituyente que se instaló tras el auto-golpe de 
Estado de Alberto Fujimori181. En el caso de Ecuador, la Cámara Alta fue elimina­
da en 1979 con el retorno a los regímenes civiles. El argumento de los constituyentes 

179 Sobre los partidos políticos en América Latina se pueden consultar los trabajos de Alcántara 
y Freidenberg (2001) y Alcántara (2004). 

180 En medio de la escasez de trabajos sobre los Senados y bicameralismo de América Latina se 
puede ver el trabajo de Llanos y Nolte (2003) donde, entre otros aportes, se hace una clasificación de 
las atribuciones desde la revisión del modelo de Lijphart. También puede consultarse el trabajo de 
Schiavon (2003). 

181 Cabe señalar que está en trámite una propuesta de reforma que se discute en el Congreso 
peruano para retomar el sistema legislativo bicameral 
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Tabla 4.1: CARACTERÍSTICAS DE LOS LEGISLATIVOS EN LOS PAÍSES DE AMÉRICA LATINA 

Países federales 

Argentina 

Brasil 

México 

Venezuela 

Bicameral 

Bicameral 

Bicameral 

Unicameral 

Países no federales 
Bolivia 

Chile 

Colombia 

Paraguay 

República Dominicana 

Uruguay 

Costa Rica 
Ecuador 
El Salvador 
Guatemala 
Honduras 
Nicaragua 
Panamá 
Perú 

Bicameral 

Bicameral 

Bicameral 

Bicameral 

Bicameral 

Bicameral 

Unicameral 
Unicameral 
Unicameral 
Unicameral 
Unicameral 
Unicameral 
Unicameral 
Unicameral 

Fuente: elaboración propia a partir de las bases de datos del Proyecto «El Parlamento en América 
Latina. Rendimiento del Poder Legislativo». 

fue que no se podía mantener una instancia donde se representen intereses corpo­
rativos. En los casos centroamericanos la cuestión de la segunda Cámara es más 
difusa. Siguiendo los parámetros de la época, la Constitución de las Provincias 
Unidas de Centroamericana de 1824, dispuso de una Cámara Alta en la que esta­
ban representadas las distintas subunidades de la federación. Este proyecto fede­
ral duro más bien poco y su sistema legislativo no se reprodujo exitosamente en los 
países tras la separación. Las principales razones de la existencia de dos Cámaras 
en los países latinoamericanos son la influencia del modelo institucional norteame­
ricano y la necesidad de precautelar intereses territoriales y de las élites, sobre todo 
en los inicios de la formación de algunos Estados182. 

Una primera aproximación a los datos de la tabla 4.1 permite concluir que no 
hay una relación tan directa entre países federales y bicameralismo pues, si bien de 

182 Hay q u e tomar en cuenta que la Constitución de los Estados en América no respondió al esque­
ma más convencional «ideal» en el que grupos con ciertas identidades nacionales tomaban cuerpo polí­
tico y se transformaban en Estados sino que fue más bien un proceso invertido en el que, tras la ruptura 
del statu quo colonial, se formaron Estados que buscaron a posteriori construir una identidad nacional. 






































































































